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APELACIÓN 
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Caso núm.:  
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Sobre: 
incumplimiento de 
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el incumplimiento de 
contrato. 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas1, la Jueza 
Romero García y la Juez Méndez Miró. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 21 de abril de 2021. 

La parte apelante, Nereida Amaro Robles (Sra. Amaro), instó el 

presente recurso el 14 de octubre de 2020. En este, solicitó que 

revoquemos la Sentencia emitida el 6 de marzo de 2020, notificada el 9 de 

marzo de 2020, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Fajardo. Mediante la referida sentencia, el foro primario desestimó la 

demanda incoada por la apelante por haberse presentado 

prematuramente.  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, confirmamos 

la determinación recurrida. 

I 

El 17 de septiembre de 2018, la Sra. Amaro presentó una demanda 

contra QBE Insurance Group of Puerto Rico (QBE) por incumplimiento de 

contrato2. Alegó que, el 20 de septiembre de 2017, su propiedad inmueble 

sufrió daños a consecuencia del paso del huracán María por Puerto Rico. 

 
1 Este recurso fue asignado originalmente al Panel II, presidido por la Hon. Nélida Jiménez 
Velázquez. No obstante, conforme la Orden Administrativa TA-2021-026, se designó al 
Juez Roberto Rodríguez Casillas en sustitución de la Hon. Nélida Jiménez Velázquez, por 
esta última haberse acogido a su retiro. 
 
2 Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 1-7. 
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Alegó, además, que QBE había emitido la póliza de seguro número DF-

0004378-053, la cual estaba vigente a la fecha del paso del huracán María, 

para cubrir la referida propiedad; y, que había realizado la correspondiente 

reclamación ante QBE para obtener los beneficios de la póliza. Sostuvo 

que QBE falló en ajustar la perdida dentro de los noventa (90) días de haber 

sometido la reclamación, según se dispone en el Art. 27.162 del Código de 

Seguros de Puerto Rico, Ley Núm. 77 de 19 de junio de 1957, según 

enmendada, 26 LPRA sec. 2716b (Código de Seguros). Como parte de las 

alegaciones de la demanda, la Sra. Amaro informó que había sometido una 

solicitud por escrito a QBE el 31 de agosto de 2018, por la suma de 

$107,285.48, por concepto de los daños a la referida propiedad. 

A pesar de haber presentado su demanda el 17 de septiembre de 

2018, unos días más tarde, el 26 de septiembre de 2018, la Sra. Amaro, a 

través de su representante legal, envió una carta a QBE, mediante la cual 

le reclamó por los daños sufridos en su residencia. Ese mismo día, la misiva 

fue contestada, y QBE le asignó el número 78104 a la reclamación 

presentada4. Posteriormente, y cuando el pleito estaba en curso, el 18 de 

marzo de 2019, el investigador asignado por QBE, R & G Espinosa, cursó 

una notificación a la Sra. Amaro, mediante la cual le notificó del cierre de la 

reclamación número 78104, dada la inactividad de la Sra. Amaro5. 

Luego de entablado el pleito, QBE presentó una Solicitud de 

Sentencia Sumaria6. En esencia, sostuvo que se vio impedida de poder 

evaluar la reclamación por la falta de interés de la apelante, y que procedía 

la desestimación de la demanda para brindarle a QBE la oportunidad de 

evaluar la reclamación y proceder conforme al Código de Seguros y la 

póliza de seguro suscrita por las partes.  

 
3 Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 48-69. 
 
4 Véase, Apéndice del recurso, a la pág. 46. 
 
5 Véase, Apéndice del recurso, a la pág. 47. 
 
6 Véase, Apéndice de recurso, a las págs. 36-69. 
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Por su parte, la Sra. Amaro se opuso a la Solicitud de Sentencia 

Sumaria7. Expuso que había instado la demanda en protección de sus 

derechos, antes de que transcurriera el término de un (1) año para 

demandar. 

Evaluada la postura de ambas partes, el 6 de marzo de 2020, el foro 

primario emitió su Sentencia8. Determinó que existía duda en cuanto a la 

fecha de la primera reclamación, pues existían dos supuestos; el primero, 

que la reclamación se había presentado el 31 de agosto de 2018, como 

alegaba la Sra. Amaro en su demanda; el segundo, que la reclamación se 

había presentado el 26 de septiembre de 2018, con posterioridad a la 

presentación de la demanda, lo cual es un hecho incontrovertido9. Sin 

embargo, el foro primario concluyó que, independientemente de cuál de las 

dos fechas constituyera la fecha de la primera reclamación, como cuestión 

de derecho, bajo ninguno de los dos supuestos procedía la acción de 

incumplimiento de contrato, pues la Sra. Amaro no le había dado la 

oportunidad a QBE de evaluar la reclamación y proceder conforme al 

Código de Seguros y el contrato entre las partes. Concluyó, además, que 

conforme al Art. 27.162 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2716b, QBE 

contaba con un término de noventa (90) días para llevar a cabo la 

investigación, el ajuste y la resolución de cualquier reclamación realizada 

por un asegurado. Por tal razón, desestimó la demanda incoada por la Sra. 

Amaro por haber sido instada de manera prematura.  

Inconforme, el 15 de julio de 2020, la Sra. Amaro presentó una 

Moción de Reconsideración10. En esencia, argumentó que, a esa fecha, ya 

habían transcurrido dos años desde la primera notificación del 31 de agosto 

de 2018, por lo que QBE había tenido tiempo suficiente para atender la 

 
7 Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 74-82. 
 
8 Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 87-94. 
 
9 A su Solicitud de Sentencia Sumaria QBE adjuntó prueba de que había recibido una 
reclamación el 26 de septiembre de 2018. Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 36-
69. Este hecho no fue controvertido por la Sra. Amaro. Véase, Apéndice del recurso, a las 
págs. 74-82. 
 
10 Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 106-120. 



  

 

 

KLAN202000834  4 
 

 

reclamación; que el propio Código de Seguros establece que en las pólizas 

de seguros no se puede incluir limitaciones o condiciones que priven al 

asegurado de llevar su reclamación ante los tribunales; y que, aun en el 

supuesto de que la Sra. Amaro hubiera violado una condición de la póliza, 

QBE no había demostrado que hubiera sufrido perjuicio alguno.  

El 14 de septiembre de 2020, notificada el mismo día, el Tribunal de 

Primera Instancia declaró sin lugar la Moción de Reconsideración.  

 Inconforme aún11, el 14 de octubre de 2020, la Sra. Amaro instó el 

presente recurso y señaló la comisión de los siguientes errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
demanda y concluir que la demandante, previo a la demanda, 
tenía la obligación de notificar directamente a QBE, obviando 
las circunstancias tras el paso de los huracanes Irma y María 

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
demanda en ausencia de perjuicio a QBE 

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la 
demanda y concluir que la demandante, previo a la demanda, 
tenía la obligación de notificar directamente a QBE, conforme 
a la póliza, cuando a tenor con el Artículo 11.190 (4) y (5) del 
Código de Seguros el emplazamiento y la demanda 
constituyen una reclamación extrajudicial razonable a la 
aseguradora, que debe proceder a ajustar e investigar, 
conforme le exige el Código de Seguros  

 
En síntesis, la apelante arguye que la presentación de la demanda 

se hizo con el propósito de preservar su derecho de recurrir a los tribunales 

para reclamar indemnización conforme a la póliza por las perdidas sufridas 

en su propiedad. Argumenta, además, que en el Art. 11.190 del Código de 

Seguros, 26 LPRA sec. 1119, se prohíbe que en una póliza se incluyan 

limitaciones o condiciones que priven al asegurado de llevar su reclamación 

ante los tribunales. Por último, indica que QBE no ha demostrado haber 

sufrido perjuicio alguno por la violación de una condición de la póliza, por 

lo cual dicho incumplimiento no impide que el juicio se vea en sus méritos. 

Por su parte, el 25 de noviembre de 2020, QBE presentó su alegato 

en oposición. Debidamente perfeccionado el recurso, este Tribunal 

resuelve. 

 
11 El 14 de septiembre de 2020, notificada el mismo día, el Tribunal de Primera Instancia 
emitió su Resolución, mediante la cual declaró sin lugar la Moción de Reconsideración. 
Véase, Apéndice del recurso, a la pág. 161. 
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II 

A 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, establece que 

una moción de sentencia sumaria debe estar fundada en declaraciones 

juradas, o en aquella evidencia que demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes. En su 

consecuencia, podrá dictarse sentencia sumaria cuando no exista ninguna 

controversia real sobre los hechos materiales y esenciales del caso y, 

además, si el derecho aplicable lo justifica. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013).   

Un hecho material “es aquel que puede afectar el resultado de la 

reclamación de acuerdo al derecho sustantivo aplicable”. Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). A su vez, la controversia relacionada 

a un hecho material debe ser real, “por lo que cualquier duda es insuficiente 

para derrotar una Solicitud de Sentencia Sumaria”. Íd., a las págs. 213-214.   

Así, el Tribunal Supremo ha señalado que “la parte que solicita la 

sentencia sumaria en un pleito está en la obligación de demostrar, fuera de 

toda duda, la inexistencia de una controversia real sobre todo hecho 

pertinente que a la luz del derecho sustantivo determinaría una sentencia 

a su favor como cuestión de ley”. Rivera, et al. v. Superior Pkg., Inc., et al., 

132 DPR 115, 133 (1992). A su vez, “[a]l considerar la moción de sentencia 

sumaria se tendrán como ciertos los hechos no controvertidos que consten 

en los documentos y las declaraciones juradas ofrecidas por la parte 

promovente.” Piñero v. A.A.A., 146 DPR 890, 904 (1998).   

Con relación a los hechos relevantes sobre los que se plantea la 

inexistencia de una controversia sustancial, la parte promovente “está 

obligada a desglosarlos en párrafos debidamente enumerados y, para cada 

uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración jurada u 

otra prueba admisible en evidencia que lo apoya”. SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 432. Por su lado, la parte promovida tiene 

el deber de refutar los hechos alegados, con prueba que controvierta la 
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exposición de la parte que solicita la sentencia sumaria. López v. Miranda, 

166 DPR 546, 563 (2005). Así pues: 

la contestación a la moción de sentencia sumaria tiene que 
ceñirse a ciertas exigencias en lo atinente a los hechos.  
Primeramente, recae sobre la parte que responde el deber de 
citar específicamente los párrafos según enumerados por el 
promovente que entiende están en controversia y, para cada 
uno de los que pretende controvertir, detallar la evidencia 
admisible que sostiene su impugnación con cita a la página o 
sección pertinente. 
 
De otra parte, puede también el oponente someter hechos 
materiales adicionales que alegadamente no están en disputa 
y que impiden se dicte sentencia sumaria. Le compete 
entonces, similar al proponente, enumerarlos en párrafos 
separados e indicar la pieza evidenciaria que los apoya con 
referencia específica al fragmento de esta en que descansa 
cada aserción. [...] 
 

SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR, a la pág. 432. 
 

Dichos requisitos no son un mero formalismo, ni constituyen un 

requisito mecánico sin sentido. Íd., a la pág. 434. Cónsono con lo anterior, 

de proceder en derecho, el tribunal podrá dictar “sentencia sumaria a favor 

del promovente si la parte contraria no responde de forma detallada y 

específica a una solicitud debidamente formulada”. Íd., a la pág. 432.   

A su vez, la Regla 36.3 (e) de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, dispone que:  

Toda relación de hechos expuesta en la moción de sentencia 
sumaria o en su contestación podrá considerarse admitida si 
se indican los párrafos o las páginas de las declaraciones 
juradas o de otra prueba admisible en evidencia donde ésta 
se establece, a menos que esté debidamente controvertida 
conforme lo dispone esta regla. 

 
Por último, no procede resolver un caso por la vía sumaria cuando: 

(1) existen hechos materiales y esenciales controvertidos; (2) hay 

alegaciones alternativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) 

surge de los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material y esencial; o, (4) como 

cuestión de derecho no procede. Echandi v. Stewart Title Guaranty Co., 

174 DPR 355, 368 (2008). Además, un tribunal no deberá dictar sentencia 

sumaria cuando existen elementos subjetivos de intención, negligencia, 
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propósitos mentales o cuando el factor de credibilidad es esencial. Carpets 

& Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 638 (2009). 

B 

En nuestro ordenamiento jurídico, la industria de seguros está 

revestida de un gran interés público debido a su importancia, complejidad 

y efecto en la economía y la sociedad. Jiménez López et al. v. SIMED, 180 

DPR 1, 8 (2010); SLG Francis-Acevedo v. SIMED, 176 DPR 372, 384 

(2009). Como resultado de ello, el negocio de seguros ha sido regulado 

ampliamente por el Estado, principalmente mediante el Código de Seguros, 

26 LPRA sec. 101, et seq.; Echandi Otero v. Stewart Title Guaranty Co., 

174 DPR 355, 369 (2008).  

El precitado Código define el contrato de seguros como aquel 

“contrato mediante el cual una persona se obliga a indemnizar a otra o a 

pagarle o a proveerle un beneficio específico o determinable al producirse 

un suceso incierto previsto en el mismo”. Art. 1.020 del Código de Seguros, 

26 LPRA sec. 102. Sobre el contrato de seguros, el Tribunal Supremo ha 

expresado que:  

[…] Es un mecanismo para enfrentar la carga financiera que 
podría causar la ocurrencia de un evento en específico.  
 
Los aseguradores, mediante este contrato, asumen la carga 
económica de los riesgos transferidos a cambio de una prima. 
El contrato de seguros es, pues, un contrato voluntario 
mediante el cual, a cambio de una prima, el asegurador 
asume unos riesgos. La asunción de riesgos es, por lo tanto, 
uno de los elementos principales de este contrato. En 
resumen, en el contrato de seguros se transfiere el riesgo a 
la aseguradora a cambio de una prima y surge una obligación 
por parte de ésta de responder por los daños económicos que 
sufra el asegurado en caso de ocurrir el evento específico.  

 
Coop. Ahorro y Créd. Oriental v. S.L.G., 158 DPR 714, 721 (2003). (Cita 
omitida). 

 
Existen distintos tipos de contratos de seguros. Entre estos, se 

encuentra el contrato de seguro de propiedad. El Art. 4.040 del Código de 

Seguros, 26 LPRA sec. 404, define el contrato de seguro de propiedad 

como “el seguro de toda clase de bienes raíces o muebles, e interés sobre 

los mismos, contra pérdida o daños por cualquier riesgo o causa, y contra 



  

 

 

KLAN202000834  8 
 

 

pérdida como consecuencia de tales pérdidas o daños, que no sea una 

responsabilidad legal no contractual por tales pérdidas o daños”.  

Por otra parte, el Tribunal Supremo se ha expresado en múltiples 

ocasiones sobre la relación entre aseguradora y asegurado. En cuanto a 

ello, ha dispuesto que la misma es una de naturaleza contractual, que se 

rige por lo pactado en el contrato de seguros, “que constituye la ley entre 

las partes”. TOLIC v. Febles Gordián, 170 DPR 804, 812 (2007).  

Asimismo, es norma trillada en nuestro ordenamiento jurídico que 

los contratos de seguros son considerados contratos de adhesión. En ese 

sentido, cuando estos contienen una cláusula confusa, la misma se 

interpretará liberalmente a favor del asegurado. Quiñones López v. 

Manzano Posas, 141 DPR 139, 155 (1996). Así, en caso de dudas al 

interpretar una póliza, estas deben resolverse de modo que se alcance el 

propósito de la misma; esto es, proveer protección al asegurado. Íd.  

No obstante, este análisis no se puede realizar de manera 

desenfrenada sino únicamente cuando se justifique y surja claramente la 

necesidad de interpretación. Ello, como corolario del principio básico de 

derecho contractual que dispone que, cuando los términos y condiciones 

son claros, específicos y libres de ambigüedades, los mismos son 

obligatorios entre las partes. Íd., a la pág. 156; García Curbelo v. A.F.F., 

127 DPR 747, 760 (1991).  

Cónsono con lo anterior, el Tribunal Supremo ha reiterado que el 

hecho de que los contratos de seguro sean considerados contratos de 

adhesión, no tiene el efecto de obligar a que se interpreten sus cláusulas a 

favor del asegurado cuando sus términos son claros. Torres v. E.L.A., 130 

DPR 640, 652 (1992). Por lo tanto, cuando los términos, condiciones y 

exclusiones de un contrato de seguro son claros, específicos y no dan 

margen a ambigüedades o diferentes interpretaciones, deben hacerse 

valer de conformidad con la voluntad de las partes, pues en ausencia de 

ambigüedad, las cláusulas del contrato son obligatorias. Martínez Pérez v. 

U.C.B., 143 DPR 554, 563 (1997).  
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C 

La póliza de seguro suscrita por las partes litigantes en este recurso 

establece el procedimiento a seguir luego de que la propiedad asegurada 

sufra pérdidas12. Allí se dispone para que, luego de las pérdidas sufridas 

en la propiedad, la asegurada notifique de ello a la aseguradora, y 

comience así el proceso de reclamación.  

Ahora bien, no obstante lo dispuesto en la póliza de seguro, uno de 

los renglones regulados por el Código de Seguros son las prácticas 

desleales relacionadas al ajuste de reclamaciones. Véase, Art. 27.161 del 

Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2716a. Como parte de las prácticas 

desleales en el ajuste de reclamaciones está la dilación o inacción de parte 

de las aseguradoras y otros sectores de la industria. Com. Seguros P.R. v. 

 
12 En lo pertinente, la póliza dispone lo siguiente: 
 

4. Sus Deberes Después de una Pérdida. En caso de pérdidas a la 
propiedad cubierta, usted debe asegurarse de que se cumpla lo siguiente: 
 
a. notificarnos a nosotros o a nuestro agente oportunamente 
 
b. (1) proteger la propiedad contra daños adicionales; 

(2) efectuar las reparaciones razonables y necesarias para proteger la         
propiedad; y  

    (3) mantener un registro exacto de los gastos de reparación; 
 
c. preparar un inventario de la propiedad personal dañada que indique la 
cantidad, la descripción, el valor real en efectivo y la cantidad de pérdida. 
Acompañar todas las facturas, los recibos y los documentos relacionados 
que justifiquen las cifras del inventario; 
 
d. con la frecuencia con que razonablemente le exijamos: 
 
(1) mostrar la propiedad dañada; 
(2) proporcionarnos los expedientes y documentos que solicitemos 
y permitirnos hacer copias; y 
(3) someterse a interrogatorio bajo juramento, en la ausencia de 
cualquier otro asegurado nombrado, y firmarlo; 
 
e. enviarnos, dentro de los sesenta (60) días después de nuestra solicitud, 
su prueba de pérdida, firmada y jurada, en que se estipule, según su mejor 
entender y conocimiento: 
  
(1) la hora y causa de la pérdida; 
(2) su interés y el de los demás en la propiedad afectada, así como 
todos los gravámenes contra la propiedad; 
(3) otros seguros que puedan cubrir la pérdida; 
(4) cambios en el título u ocupación de la propiedad durante el 
plazo de la póliza;  
(5) especificaciones de los edificios dañados y estimados detallados 
de las reparaciones; 
(6) el inventario de la propiedad personal dañada, descrito en el 4c; 
(7) los recibos de gastos adicionales de vivienda contraídos, así 
como los documentos que respalden la pérdida del valor de alquiler 
razonable. 

 
Véase, Apéndice del recurso, a las págs. 48-69.   
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Gen. Accident Ins. Co., 132 DPR 543, 551 (1993). Es por esta razón que el 

Código de Seguros establece los términos dentro de los cuales las 

aseguradoras tienen que investigar, ajustar y resolver cualquier 

reclamación que se les presente. Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 

DPR, a las págs. 632-633 (2009). Así, el Art. 27.162 del referido Código 

dispone lo siguiente: 

(1) La investigación, ajuste y resolución de cualquier 
reclamación se hará en el periodo razonablemente más corto 
dentro de noventa (90) días después de haberse 
sometido al asegurado la reclamación. 
  
(2) En el caso de que un asegurador no pueda resolver una 
reclamación en el término establecido en el inciso (1) de este 
Artículo, deberá mantener en sus expedientes los 
documentos que acrediten la existencia de justa causa para 
exceder el término anteriormente dispuesto. 
 
(3) El Comisionado en cualquier momento podrá ordenar la 
resolución inmediata de cualquier reclamación si considera 
que se está dilatando o retrasando indebida e 
injustificadamente la resolución de la misma. 

 
26 LPRA sec. 2716b. (Énfasis nuestro). 

 La disposición antes citada ha sido interpretada en varias ocasiones 

por el Tribunal Supremo. En Com. Seguros P.R. v. Gen. Accident Ins. Co., 

132 DPR 543 (1993), se estableció que el término de noventa (90) días allí 

dispuesto empieza a transcurrir desde la presentación de la reclamación.  

Por otro lado, en Com. Seg. P.R. v. Antilles Ins. Co., 145 DPR 226, 232 

(1998), se resolvió que “una reclamación se entiende como resuelta una 

vez la empresa aseguradora notifica a su asegurado el ajuste final de la 

reclamación que le fue presentada”. (Énfasis nuestro). Para propósitos de 

determinar cuándo estamos ante un ajuste final de la reclamación, se ha 

expresado que una reclamación es resuelta de forma final de tres maneras: 

(1) el pago total de la reclamación; (2) la denegatoria escrita y 

fundamentada de la reclamación, o (3) la notificación de una oferta 

razonable. Véase, Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR, a la pág. 

634.  
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III 

De entrada, debemos señalar que el presente caso versa sobre la 

concesión de una sentencia sumaria. Así pues, debemos proceder 

conforme al estándar de revisión de la denegatoria o concesión de una 

moción de sentencia sumaria, según lo resuelto en Meléndez González v. 

M. Cuebas, 193 DPR 100 (2015). En primer lugar, debemos determinar si 

ambas partes cumplieron con los requisitos de forma codificados en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Veamos. 

 De un examen de la Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por 

QBE podemos determinar que esta cumplió con los requisitos de forma 

codificados en la Regla 36 de Procedimiento Civil. En esta, QBE concluyó 

que procedía desestimar la demanda para darle oportunidad de resolver la 

reclamación que le presentara la Sra. Amaro. 

 Por su parte, la Sra. Amaro presentó su Oposición a Moción de 

Sentencia Sumaria. De un examen de dicha oposición se puede colegir que 

la misma también cumplió con las exigencias para oponerse a una solicitud 

de sentencia sumaria. En esta, la Sra. Amaro concluyó que, si bien QBE 

había logrado establecer que no existía controversia sobre los hechos 

materiales que formaron parte de la Solicitud de Sentencia Sumaria, sí 

persistía una controversia sobre el hecho principal del caso; esto es, si en 

efecto medió falta de interés de la Sra. Amaro con relación al seguimiento 

de su reclamación ante QBE.  

 Sabido es que no procede que se dicte sentencia sumariamente si 

existen hechos materiales y esenciales en controversia. Sin embargo, la 

falta, o no, de interés de la Sra. Amaro con relación a su reclamación ante 

QBE no constituye un hecho material para determinar si la demanda por 

incumplimiento de contrato se presentó prematuramente. 

 En armonía con lo anterior, concluimos que los hechos materiales y 

esenciales del presente caso no están en controversia. Por tanto, 

adoptamos las determinaciones de hechos materiales del Tribunal de 

Primera Instancia:  
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1. La parte demandante presentó Demanda el 17 de septiembre 
de 2018 contra QBE Insurance Group of Puerto Rico por 
incumplimiento de contrato. 
 

2. Entre las aseveraciones contenidas en la demanda, la Sra. 
Amaro afirma haber realizado una reclamación el 31 de 
agosto de 2018 a QBE por la suma de $107,285.48 por daños 
a la vivienda y otras estructuras. 
 

3. El 26 de septiembre de 2018 la Sra. Amaro, a través de su 
representante legal, sometió una carta a la parte demandada 
haciendo una reclamación por daños ocurridos a su 
residencia. 
 

4. La Sra. Amaro alega que QBE falló en ajustar la pérdida 
dentro de los noventa (90) días de la Sra. Amaro someter la 
reclamación por la pérdida según requiere el Código de 
Seguros de Puerto Rico. 

 
En atención a que los hechos consignados no se encuentran en 

controversia, corresponde revisar de novo si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el derecho a la controversia. Por tanto, nos 

corresponde determinar si el foro primario actuó correctamente al 

desestimar la demanda sin perjuicio, por haberse presentado 

prematuramente. 

 Según los hechos no controvertidos, la Sra. Amaro presentó una 

demanda de incumplimiento de contrato, toda vez que QBE supuestamente 

había incumplido con sus obligaciones al no ajustar las pérdidas sufridas 

en la propiedad de la demandante dentro de los noventa (90) días de que 

ella sometiera su reclamación, según se dispone en el Art. 27.162 del 

Código de Seguros, 26 LPRA sec. 2716b.  

Para entender sobre una causa de acción por incumplimiento de 

contrato, el foro primario tiene que evaluar si, conforme a la póliza de 

seguro y el Código de Seguros, QBE había incumplido con alguna de sus 

obligaciones. Sin embargo, los hechos del presente caso no permiten que 

un tribunal pueda emitir dicha determinación. Veamos. 

 Según los hechos de este caso, la Sra. Amaro presentó su demanda 

por incumplimiento de contrato el 17 de septiembre de 2018. No obstante, 

según alega en la propia demanda, el 31 de agosto de 2018 —diecisiete 

(17) días antes de la presentación de la demanda— hizo una solicitud por 

escrito a QBE por la suma de $107,285.48, por concepto de los daños 
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sufridos por su vivienda y otras estructuras. Además, es un hecho 

incontrovertido que, el 26 de septiembre de 2018 —nueve (9) días 

después de la presentación de la demanda— la Sra. Amaro, a través de su 

representación legal, cursó una carta a QBE, mediante la cual hizo una 

reclamación por los daños sufridos por su residencia. Por tanto, al igual que 

el Tribunal de Primera Instancia, concluimos que QBE no ha tenido 

oportunidad de cumplir con su obligación de investigar, evaluar y resolver 

la reclamación presentada ante esta, dentro del término de noventa (90) 

días que le otorga el Art. 27.162 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 

2716b, para resolver una reclamación. En consecuencia, la demanda por 

incumplimiento de contrato es prematura, toda vez que no se puede 

verificar el incumplimiento de QBE sin que antes esta tenga la oportunidad 

de cumplir con su obligación de resolver finalmente la reclamación que le 

presentara la Sra. Amaro, dentro del término que le concede el Código de 

Seguros. 

 Aun así, en su primer error, la Sra. Amaro argumenta que la 

presentación de la demanda por incumplimiento de contrato era la única 

manera de proteger su derecho de acudir a los tribunales. No le asiste la 

razón. Veamos. 

 En este caso, a la Sra. Amaro no se le ha lesionado ningún derecho, 

pues la aseguradora QBE aún no ha tenido la oportunidad de cumplir con 

su obligación de resolver la reclamación que se le presentara. Por tanto, no 

es hasta que transcurra el término concedido por ley a las aseguradoras 

que se podrá determinar si en efecto se lesionó algún derecho a la parte 

demandante, que amerite su protección en los tribunales al amparo de la 

causa de acción de incumplimiento de contrato. 

 Igualmente, y consonó con lo anterior, no nos convence el 

argumento de la Sra. Amaro en su tercer error. En este, indica que erró el 

Tribunal de Primera Instancia al desestimar la demanda, cuando el Art. 

11.190 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 1119, prohíbe que en una 
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póliza de seguro se incluyan condiciones o límites para privar al asegurado 

del derecho de recurrir a los tribunales.  

La presentación de una reclamación y la subsiguiente espera a que 

la aseguradora resuelva la reclamación dentro del término dispuesto por 

ley, no es una condición o limitación para privar al asegurado de su derecho 

a recurrir a los tribunales. Al contrario, es un prerrequisito para poder 

entablar una demanda por incumplimiento de contrato, en la que se alegue 

que la aseguradora falló en ajustar la pérdida oportunamente13. De lo 

contrario, la demanda sería prematura, pues al no transcurrir el término 

para resolver la reclamación, no se puede verificar el incumplimiento de la 

aseguradora con la investigación, evaluación y resolución de las 

reclamaciones que se le presenten14. Véase, S. Plitt, D. Maldonado, J.D. 

Rogers & J.R. Plitt, Couch on Insurance, 3ra ed., Ed. Thomson-West, 2020, 

Vol. 16, Secs. 232:41-232:42, disponible en Westlaw.  

 Por último, en su segundo error, la Sra. Amaro señala que el foro 

primario erró al desestimar la demanda sin que QBE hubiera demostrado 

que había sufrido algún perjuicio. Argumenta que, para anular el derecho 

de un asegurado a recobrar de la póliza de seguro bajo el supuesto de que 

 
13 En cuando a los elementos de la causa de acción por incumplimiento de contrato en la 
industria de seguros, S. Plitt, D. Maldonado, J.D. Rogers & J.R. Plitt indican que estos 
elementos son: 
 

1. La póliza estaba vigente al tiempo de la pérdida. 
2. La pérdida está cubierta por la póliza. 
3. La cantidad cubierta por la pérdida es la cantidad que se reclama. 
4. El reclamante es la entidad con derecho a los beneficios. 
5. La obligación de pago del asegurador está madura; es decir, el pago 

era, de hecho, debido al momento de la reclamación.  
6. El asegurador ha incumplido esa obligación al denegar la 

reclamación. 
  

S. Plitt, D. Maldonado, J.D. Rogers & J.R. Plitt, Couch on Insurance, 3ra ed., Ed. Thomson-
West, 2020, Vol. 16, Sec. 232:42, disponible en Westlaw. 
 
14 S. Plitt, D. Maldonado, J.D. Rogers & J.R. Plitt comentan que:  
 

Cuando el asegurado o un beneficiario cree que se ha producido una 
pérdida dentro de la cobertura de la póliza, el contrato normalmente 
especifica que se le dé aviso de la pérdida a la aseguradora, seguido de 
pruebas específicas sobre la ocurrencia de la pérdida. […] [S]i la 
aseguradora posteriormente rechaza la reclamación de ingresos u 
otros beneficios conforme al contrato de seguro, y el 
asegurado/beneficiario sigue convencido de que el contrato requiere 
el pago, el remedio principal para el demandante es interponer una 
acción contra la aseguradora por incumplimiento de contrato. 

 
S. Plitt, D. Maldonado, J.D. Rogers & J.R. Plitt, op. cit., a la Sec. 232:41. (Énfasis y 
traducción nuestros). 
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el asegurado violó una condición de la póliza (en este caso, por radicar la 

demanda prematuramente), la aseguradora tiene que demostrar que el 

incumplimiento le causó un perjuicio.  

 A pesar de dicho argumento, lo cierto es que la Sentencia de la cual 

se recurre en ningún momento dispuso que la Sra. Amaro hubiera anulado 

o renunciado a su derecho a recobrar sus pérdidas al amparo de la póliza. 

En su lugar, la Sentencia recurrida fue a los únicos efectos de desestimar 

la demanda sin perjuicio por ser prematura. Así pues, el foro primario no 

estaba obligado a hacer una determinación sobre perjuicio alguno sufrido 

por la aseguradora. 

 No habiéndose cometido ninguno de los errores apuntados por la 

apelante Sra. Amaro, procede que confirmemos la Sentencia dictada. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

emitida el 6 de marzo de 2020, notificada el 9 de marzo de 2020, por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Fajardo. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

   Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


